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HUMANOS. 
 
DIPUTADOS INTEGRANTES: 
DAMIAN ZEPEDA VIDALES 
SARA MARTINEZ DE TERESA 
MOISÉS IGNACIO CASAL DÍAZ 
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JORGE ANTONIO VALDÉZ VILLANUEVA 
GORGONIA ROSAS LÓPEZ 
CÉSAR AUGUSTO MARCOR RAMÍREZ 

 
 
HONORABLE ASAMBLEA: 
 

A los diputados integrantes de las Comisión  de Justicia y 

Derechos Humanos de esta Legislatura, por acuerdo de la Presidencia, nos fue turnado 

para estudio y dictamen, escrito presentado por el diputado David Secundino Galván 

Cázares, que contiene iniciativa de Decreto que reforma y adiciona diversas 

disposiciones de la Ley que Establece el Sistema de Justicia para Adolescentes del 

Estado de Sonora, con el fin de implantar algunas medidas que permitan a los 

adolescentes mantener contacto con sus familiares y la sociedad, en pro de una plena 

reintegración social y familiar.  

 

En consecuencia, con fundamento en lo dispuesto por los 

artículos 92, 94, fracciones I y IV, 97 y 98 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del 

Estado de Sonora, presentamos para su discusión y aprobación, en su caso, el presente 

dictamen al tenor de la siguiente: 
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PARTE EXPOSITIVA 

 
 

Mediante escrito de fecha 13 de abril de 2010, el diputado David 

Secundino Galván Cázares, presentó la iniciativa referida en párrafos anteriores, misma 

que se funda en los siguientes argumentos:   

 

“En nuestro país, para atender a los adolescentes en conflicto 
con la ley penal, contamos con el sistema penal juvenil que se ha venido construyendo 
desde que México suscribió y ratifico la Convención sobre los Derechos del Niño en 
1990, en la que considera a todo menor de 18 años con niño y propone un sistema 
integral de justicia procurando siempre el mejor interés del mismo. 

 
Este mismo instrumento internacional establece en su articulado 

que los menores que han infringido las leyes penales tienen derecho a ser tratados con 
respeto, dignidad y en apego siempre a los derechos humanos tomando en cuenta su 
edad para el trato a recibir, promoviendo y fomentando la reintegración de este para 
que asuma una función constructiva en la sociedad. 

 
Dicha convención establece también las garantías de dicho 

proceso como son la presunción de la inocencia, derecho a ser informado, derecho a 
ser atendido por un órgano judicial competente, derecho a no ser obligado a presentar 
testimonio y a que le sea brindada asistencia judicial gratuita y a que el internamiento 
sea la última medida para su debida atención; a todo esto, es importante mencionar 
que el Consejo Económico de las Naciones Unidas estableció en 1999 una resolución 
fomentando entre los estados miembros el uso de una justicia restaurativa en la 
atención de los menores. 

 
Por otro lado, tenemos que en 2005, nuestra Constitución 

Federal sufrió modificaciones en su artículo 18 para establecer el sistema integral de 
justicia para los menores de entre 12 y 18 años como se refirió el párrafo anterior, 
contemplando para los menores de 12 años una verdadera rehabilitación y asistencia 
social. Este mismo artículo instaura que las medidas serán la orientación, la protección 
y el tratamiento y que siempre resulte procedente deberán observarse formas 
alternativas de justicia procurando siempre el interés superior  del adolescente, 
estableciendo así el internamiento como última posibilidad y medida extrema para los 
mayores de 14 años, otorgándose además, a los menores las garantías de dicho 
proceso, encaminando el mismo a la reintegración familiar y social del menos y al 
pleno desarrollo de su persona y capacidades. 
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Adicionalmente, es conveniente señalar el hecho que dicha 

reforma incluía sistemas de justicia alternativa y que por ejemplo, el Estado de Nuevo 
León los ha adoptado a través del establecimiento en su legislación de los acuerdos 
reparatorios, en el caso de Sonora, contamos con figuras como la mediación y la 
conciliación, sin embargo, estas formas de justicia alternativa no han considerado los 
otros procesos restaurativos que han tenido resultados bastante positivos a nivel 
nacional e internacional. 

 
Ahora bien, según informes manifestados por la ONU, en los 

países en desarrollo se ha implementado la figura de justicia restaurativa dentro del 
sistema formal y tradicional de justicia considerándola como un reto para movilizar a 
la sociedad civil en la resolución de conflictos y la promoción de la paz comunitaria, 
que a su vez repercutiría en la disminución de la delincuencia. 

 
Así las cosas, tenemos que en el Estado de Sonora, se atendieron 

las modificaciones al artículo 18 Constitucional decreta través de la Ley 252 que 
establece el Sistema Integral de justicia para Adolescentes misma que entró en vigor en 
diciembre de 2006; dicha normatividad establece como principios rectores el interés 
superior del adolescente, el reconocimiento de sus derechos específicos y garantías, 
reincorporación familiar, social y cultural, la protección integral así como la justicia 
alternativa y la mínima intervención. 

 
Por otro lado, en su artículo 23 crea el Instituto de Tratamiento y 

de Aplicación de Medidas para Adolescentes y se le instituye como atribución procurar 
que el adolescente a quien se le aplica la medida este en contacto con su familia el 
mayor tiempo posible; de la misma manera, el artículo 133 establece que la finalidad 
de la aplicación de las medidas será el desarrollo de sus capacidades y su sentido de 
responsabilidad, así como su reintegración familiar; del mismo modo, indica en su 
artículo 134 fracción IV que para lograr esos objetivos dicho instituto fomentara los 
vínculos familiares y sociales que contribuyan a su desarrollo. Sin embargo, bajo el 
esquema de internamiento cerrado resulta muy difícil cumplir con dicho requerimiento 
ya que los adolescentes tienen contacto con su familia una vez cada 15 días o por 
semana y rara vez pueden estar en compañía de sus hermanos primos o tíos, familiares 
también. 

 
En ese sentido, se hace necesaria una adecuación a la 

normatividad vigente a efecto de establecer en la misma otro tipo de medidas en las que 
los adolescentes puedan tener contacto con su familia y con el medio social para que se 
pueda lograr plenamente su reintegración social y familiar. Por lo tanto, es necesario 
considerar instituciones como la justicia restaurativa y los sistemas semi abiertos y 
abiertos basados en la mínima intervención del Estado para promover la convivencia 



4 

 

con la familia como el establecido en la Ley que establece el Sistema Integral de 
Justicia para Adolescentes.” 
 

Derivado de lo anterior, esta Comisión sustenta la viabilidad del 

presente dictamen bajo las siguientes: 

 

CONSIDERACIONES: 

 

 PRIMERA.- Es facultad constitucional y de orden legal de los 

diputados al Congreso del Estado, iniciar ante este Órgano Legislativo las leyes, 

decretos o acuerdos de observancia y aplicación en el ámbito jurisdiccional del Estado, 

atento a lo dispuesto por los artículos 53, fracción III de la Constitución Política del 

Estado de Sonora y 32, fracción II de la Ley Orgánica del Poder Legislativo.  

 

SEGUNDA.- Conforme al orden jurídico local, es potestad 

constitucional exclusiva de este Poder Legislativo discutir, aprobar y expedir toda clase 

de leyes, decretos y acuerdos de observancia y aplicación en el ámbito territorial del 

Estado, siendo materia de ley toda resolución que afecte a las personas en general, de 

decreto la que otorgue derechos o imponga obligaciones a personas determinadas, y de 

acuerdo en los demás casos, según lo dispuesto por el artículo 52 de la Constitución 

Política del Estado de Sonora.  

 

Además, es importante señalar que en la interpretación, reforma o 

abrogación de leyes, deberán observarse los mismos trámites establecidos para su 

formación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 63 de la Constitución Política 

del Estado de Sonora.   
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TERCERA.- Corresponde a esta Soberanía velar por la 

conservación de los derechos de los ciudadanos y habitantes del Estado y proveer, por 

cuantos medios estén a su alcance, a su prosperidad general, pudiendo concurrir con los 

demás poderes del Estado y gobiernos municipales, a la consecución de los fines y 

propósitos que redunden en beneficio de la colectividad, conforme a lo dispuesto por el 

artículo 64, fracción XXXV de la Constitución Política del Estado de Sonora. 

 

CUARTA.- El día 12 de diciembre de 2005, el Congreso de la 

Unión aprobó la reforma al artículo 18 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, con la finalidad de crear un Sistema de Justicia Penal para Adolescentes, 

con lo cual se pretendía superar el Sistema Tutelar para Menores que regía en el país.  

 

La reforma en mención, introduce un sistema de responsabilidad 

penal para adolescentes entre los 12 y menores de 18 años que antes no existía en 

México; asimismo, establece un sistema de justicia independiente para los adolescentes, 

con jueces, ministerios públicos y defensores técnicos especializados en adolescentes, 

quienes determinarán si se cometió o no una infracción a la ley penal; también incluye 

el principio del “debido proceso”, esto quiere decir que dicho sistema juzga al 

adolescente solamente por su acto. 

 

En cuanto a la privación de la libertad, según lo prevé la reforma, 

deberá ser el último recurso y sólo debe aplicarse para delitos graves. Para delitos que 

no sean considerados como graves por la ley penal, se prevén sanciones de trabajo en 

favor de la comunidad, con un enfoque educativo y de reintegración, lo cual marca una 

diferencia radical frente al antiguo sistema tutelar que dependía de la rama del Poder 

Ejecutivo, el cual  no sometía al debido proceso a los jóvenes infractores. Esto, a su vez, 

ocasionaba la penalización de actos que no eran delictivos, como vivir en situación de 
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calle o de  pobreza, entre otros, y contemplaba el encierro como medida común de 

“protección”. 

 

Con la citada reforma constitucional, México cumplió con las 

disposiciones marcadas por la Convención sobre los Derechos del Niño y dio cauce a la 

recomendación emitida por el Comité de los Derechos del Niño en 1999, de establecer 

un sistema de justicia penal juvenil en armonía con la mencionada Convención de los 

Derechos del Niño. 

 

En tal sentido, la reforma al artículo 18 de la Constitución 

Federal, constituye un gran paso en el cumplimiento de los derechos de la infancia, al 

igual que la aprobación de la Ley en la materia en nuestra Entidad; no obstante lo 

anterior, se impone la enorme tarea de crear nuevas instituciones acordes al nuevo 

marco legal. Para ello, es necesario comprender a fondo el espíritu tanto de la reforma 

como de la Convención de los Derechos del Niño, así como poner en marcha los 

mecanismos y herramientas jurídicas necesarias para su correcta aplicación. 

 

Acorde con lo anterior, con fecha 07 de septiembre de 2006, los 

integrantes de la LVII Legislatura de este Poder Legislativo, aprobaron la Ley que 

Establece el Sistema Integral de Justicia para Adolescentes del Estado de Sonora, 

misma que entró en vigor noventa días después de su publicación en el Boletín Oficial 

del Gobierno del Estado de Sonora. 

 

Cabe mencionar que la iniciativa materia del presente dictamen, 

tiene como fin llevar a cabo diversas modificaciones al marco jurídico vigente en esa 

materia, lo cual permitirá al adolescente involucrado en actos considerados como delitos 

en la Legislación Penal Estatal, reintegrarse de una manera más eficiente al seno de la 
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familia y de la sociedad misma, utilizando instituciones como la justicia restaurativa y 

los sistemas semi abiertos y abiertos con la mínima intervención posible del Estado.      

 

Una vez analizado el planteamiento realizado por el diputado 

David Secundino Galván Cázares, consideramos que dicha propuesta tendrá como 

objetivo perfeccionar el marco jurídico en materia de justicia para adolescentes, 

integrando dispositivos que sin duda vendrán a cumplir con los lineamientos y normas 

internacionales que nuestro país ha suscrito pero, además, se integrarán sistemas que 

coadyuvarán en uno de las mayores preocupaciones de nuestra sociedad, el incorporar 

de manera pronta y eficaz, al miembro más joven de la familia, cuando éste quebranta la 

norma. En ese sentido y con el propósito de pulir aun más ese dispositivo estatal, esta 

dictaminadora acordó realizar modificaciones al proyecto original presentado por el 

diputado que inicia, lo anterior, después de realizar una reunión de trabajo con expertos 

en la materia, donde participaron representantes del Poder Judicial del Estado, del 

Instituto de Tratamiento y Medidas para Adolescentes del Estado de Sonora y personal 

jurídico del este Poder Legislativo, quienes coincidieron con los integrantes de esta 

Comisión para proponer las consideraciones y modificaciones que se describen a 

continuación: 

 

En primer término, el artículo 9 de la Ley de Justicia para 

Adolescentes sostiene que la flexibilidad de los tratamientos en semi-libertad y modelos 

abierto y semi-abierto, benefician trascendentemente al adolescente,  ya que debido a las 

características especiales de las diferentes medidas de tratamiento, se permite al menor 

estar en mayor contacto con su familia, además, le permite al Instituto de Tratamiento y 

Medidas para Adolescentes del Estado de Sonora, supervisar la correcta aplicación de 

las medidas impuestas por la autoridad judicial y, en todo caso, reorientar los programas 

de tratamiento conforme a las necesidades del menor. 
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Entre los beneficios que se esperan obtener con estas reformas en 

materia de medidas de tratamiento en semi-libertad, se destaca en primer grado, que el 

citado Instituto de Tratamiento y Medidas para Adolescentes, tendrá más control sobre 

el seguimiento del cumplimiento de las medidas impuestas, pues se  permite una 

transición menos problemática para los adolescentes que se encuentran internados en 

forma completa, al introducirlo a un nuevo esquema bajo la supervisión del Instituto a la 

vida en familia y a la reincorporación en sociedad.  

 

Por lo que respecta al artículo 106, se establece, además de las 

disposiciones relacionadas al tratamiento en semi-libertad, la medida restrictiva de 

estancia en domicilio en los horarios que el Juez establezca, además de la prohibición de 

salir del Estado o localidad que la autoridad jurisdiccional determine, lo anterior, con el 

objetivo de que el juzgador especializado pueda modificar la medida dictada, en caso de 

que no se cumplan los objetivos establecidos en la medida de tratamiento impuesta al 

adolescente.  

 

Por otra parte, en lo relativo al artículo 127, se incorpora la 

facultad de permitir al Instituto, el notificar a la autoridad jurisdiccional especializada 

sobre el incumplimiento, por parte del adolescente, de las medidas impuestas, para que 

esta actué en consecuencia y esté facultada para modificar o establecer mecanismos para 

que se cumpla con la medida impuesta. 

 

En concordancia con lo establecido por la garantía de audiencia 

indicada en el texto Constitucional Federal, se prevé que en caso de incumplimiento 

total o parcial de una medida, una vez que el Instituto notifique al Juez de tales hechos, 

éste requerirá al adolescente para que exprese lo que a su derecho corresponda y hechas 

las valoraciones correspondientes, el juzgador podrá modificar, en todo o en parte, las 

medidas impuestas como parte del tratamiento, pues lo que se busca asegurar es que el 
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adolescente cumpla a cabalidad con el plan de trabajo y tratamiento que lleva a cabo el 

multicitado Instituto. 

 

Finalmente, realizadas las consideraciones anteriores y precisadas 

las modificaciones al proyecto original, esta  dictaminadora estima procedente proponer 

a este Pleno un resolutivo que permita avanzar en una de las demandas que más 

preocupan y exige colectivo al este Poder Legislativo, como lo es el dotar de las 

herramientas jurídicas a los órganos encargados de la atención, juzgamiento y 

tratamiento de nuestros menores, cuya finalidad primordial es lograr una mayor y mejor 

reintegración a la familia y nuestra sociedad de los menores infractores. 

 

En consecuencia, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 

52 de la Constitución Política del Estado de Sonora, sometemos a consideración del 

Pleno el siguiente proyecto de: 

 

DECRETO 
 

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY QUE 
ESTABLECE EL SISTEMA INTEGRAL DE JUSTICIA PARA 
ADOLESCENTES DEL ESTADO DE SONORA. 
 
ARTÍCULO Ú NICO.- Se reforman los artículos 23, fracciones I, II y V; 60, fracciones 
VII y VIII; 106, fracción I, incisos k) y l) y fracción II, primer párrafo y el inciso a); 
128, primer párrafo; 154; 156; 157; 158; 159; 160, párrafos primero y segundo y las 
fracciones VI y VII y 161; asimismo, se adicionan una fracción IV Bis al artículo 4; una 
fracción IX al artículo 60; los incisos m) y n) a la fracción I del artículo 106; un 
segundo párrafo al artículo 127; un artículo 127 BIS; un artículo 128 BIS; un artículo 
128 BIS A y los párrafos segundo y tercero al artículo 135, todos de la Ley que 
Establece el Sistema Integral de Justicia para Adolescentes del Estado de Sonora, para 
quedar como sigue: 
 
ARTÍCULO 4.- …  
 
I a la IV.- …  
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IV Bis.- Facilitador: Es la persona que interviene para facilitar el diálogo en los 
procesos de mediación, conciliación o justicia restaurativa; 
 
V a la XVI.- …  
  
ARTÍCULO 23.- …  
 
I.- Recibir de la autoridad a los adolescentes que hayan sido enviados para su 
tratamiento ya sea en internamiento o externamiento; 
 
II.- Realizar los estudios médicos y psicológicos del adolescente, así como del entorno 
familiar, social y cultural; 
 
III y IV.- …  
 
V.- Elaborar el Programa Individual de Tratamiento que se ejecutará al adolescente en 
externamiento o internamiento; 
 
VI.- a XVI.- …  
 
ARTÍCULO 60.- …  
 
…  
 
I a la VI.- …   
 
VII.- La estancia en su domicilio durante el horario que el juez determine, o que acuda a 
centro médico o instituciones especializadas del instituto;  
 
VIII.- Internamiento preventivo en tiempo libre; y 
 
IX.- Internamiento preventivo en el centro de tratamiento que corresponda, el cual se 
aplicará solo como medida extrema, si la conducta de que se trate está calificada como 
grave de conformidad con esta ley y el adolescente tiene o es mayor de 14 años. Para 
determinar la aplicación de esta medida el juez apreciará las circunstancias y las 
características del caso y las condiciones personales del adolescente. 
 
…  
 
ARTÍCULO 106.- …  
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I.- …  
 
a) al j) …  
 
k) Prohibición de conducir vehículos motorizados; 
 
l) Libertad vigilada;  
 
m) Estancia en su domicilio durante el horario que el juez determine; y 
 
n) La prohibición de salir del Estado, de la localidad en la que reside o del ámbito 
territorial que fije el juez, sin su autorización; 
 
II.- Medidas restrictivas y en internamiento: 
 
a) El tratamiento en tiempo libre podrá llevarse a cabo en sistemas semi-abiertos y 
abiertos; y 
 
b) …  
 
…  
 
ARTÍCULO 127.- …  
 
Las medidas a que se refieren los incisos m) y n) de la fracción primera del artículo 106 
de esta ley tendrán la misma duración que la medida anterior. 
 
ARTÍCULO 127 BIS.- En caso de que el adolescente no cumpla con lo establecido en 
la sentencia, el instituto notificará al juez lo conducente con el fin de que aquel cumpla 
con las medidas impuestas. 
 
De esta manera, se informará al juez la falta de presentación de los adolescentes a las 
entrevistas a las que hayan sido citados para realizar los estudios biopsicosociales, el 
programa individual de tratamiento o el incumplimiento de cualquiera de las 
obligaciones establecidas, para que éste actúe en consecuencia. 
 
El centro designará a un profesional de trabajo social que se entrevistará con el menor 
para evaluar sus necesidades y elaborará el programa de ejecución, en el que constarán 
las actividades de apoyo, educativas, formativas, laborales, deportivas o culturales que 
el adolescente realizará, la periodicidad de la asistencia al centro y el horario de 
asistencia, que deberá ser compatible con su actividad escolar, si está en el período de la 
enseñanza básica obligatoria y con su actividad laboral. 
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Si el adolescente no cumpliera con lo estipulado en la sentencia el juez, a solicitud del 
centro, podrá dictar una nueva medida de internamiento. 
 
ARTÍCULO 128.- La medida de internamiento para el tiempo libre podrá cumplirse en 
un área del centro de tratamiento o en casas especiales destinadas para el cumplimiento 
de las medidas en cualquier momento del día o de la semana en que el adolescente no 
esté realizando actividades laborales o de estudio. 
 
…  
 
ARTÍCULO 128 BIS.- El sistema semi-abierto permitirá a los adolescentes residir en 
el centro pero realizar fuera de éste alguna o algunas de las actividades formativas, 
educativas o laborales, establecidas en el programa individualizado de ejecución de la 
medida. 
 
La actividad o actividades que se realicen en el exterior se ajustarán a los horarios y 
condiciones establecidos en el programa individualizado de tratamiento, sin perjuicio de 
que, en función de la evolución personal del adolescente, el instituto pudiera aumentar o 
disminuir las actividades en el exterior o los horarios, siempre dentro del margen 
establecido en el propio programa. 
 
En caso de que el adolescente no regresara al centro o que no cumpliera con lo 
establecido en el programa de tratamiento se notificará al juez de inmediato para que 
modifique la medida a internamiento en sistema cerrado. 
 
ARTÍCULO 128 BIS A.- El sistema abierto permitirá a los adolescentes sujetos a esta 
medida, llevar a cabo todas las actividades de carácter escolar, formativo y laboral 
establecidas en el programa individualizado de tratamiento fuera de los centros pero 
residirá en el centro como domicilio habitual. 
 
Las actividades en el exterior se llevarán a cabo conforme a los horarios y condiciones 
establecidas en el programa individualizado de tratamiento. 
 
El tiempo mínimo de permanencia en el centro será de ocho horas y el adolescente 
deberá pernoctar en éste. Sin embargo, cuando el adolescente muestre buena conducta y 
realice en el exterior exitosamente actividades formativas, educativas o laborales, el 
centro podrá proponer al juez la posibilidad de no alojarse en el centro durante un 
período determinado de tiempo y acudir a éste solamente con la periodicidad 
establecida, a realizar actividades determinadas por el programa de tratamiento 
individualizado, entrevistas y controles presenciales. 
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Cuando el instituto identifique que las características personales del adolescente y la 
evolución de la medida en régimen abierto han avanzado exitosamente, podrá proponer 
al juez que el adolescente continúe en viviendas o instituciones de carácter familiar 
ubicadas fuera del recinto del centro, bajo la supervisión de dicho instituto. Las 
viviendas podrán ser administradas por el instituto o serán privadas. 
 
Los adolescentes podrán cumplir un tiempo determinado por el tratamiento en dichas 
viviendas y regresar con su familia cuando hayan cumplido con la medida En caso de 
que el adolescente no regresara a pernoctar en el centro o no cumpla con el programa de 
tratamiento que se le establezca, se le notificará al juez inmediatamente para que 
modifique la medida a internamiento en sistema cerrado. 
 
ARTÍCULO 135.- …  
 
La medida que determine tratamiento en externamiento, obligará al adolescente a asistir 
a los centros de atención externa y a cumplir con las citas, horarios y actividades, que el 
programa individual establezca. 
 
Para garantizar el cumplimiento de las medidas en externamiento, el Instituto notificará 
al juez el incumplimiento, quien citará al adolescente para que manifieste lo que a su 
derecho convenga y, en caso de que no asista, no cumpla, ni justifique su 
incumplimiento, el juez determinará lo que corresponda en cuanto a las medidas que 
estime convenientes o podrá modificar dichas medidas cuando corresponda 
 
ARTÍCULO 154.- El presente capítulo tiene como finalidad reconocer la justicia 
restaurativa, la mediación y la conciliación como procedimientos alternativos al 
juzgamiento, tendientes a evitar o hacer cesar la intervención judicial. 
 
ARTÍCULO 156.- Procederán los procedimientos de justicia restaurativa, conciliación 
y mediación, como medio de solución alterna al conflicto, sólo en los casos de 
conductas tipificadas como delitos que se persigan a petición de parte y de conductas 
tipificadas como delitos perseguibles de oficio, respecto de los cuales la ley penal 
prevea la posibilidad de la extinción de la acción penal cuando exista manifestación 
expresa de desinterés jurídico por parte del ofendido, en cuanto a la prosecusión de la 
causa. 
 
Procede cualquier procedimiento de justicia restaurativa, conciliación o mediación 
tratándose de la reparación del daño en cualquiera de las conductas tipificadas como 
delitos. 
 
ARTÍCULO 157.- Los convenios o acuerdos a que lleguen el adolescente y el ofendido 
o víctima, como resultado de los procedimientos alternativos, deberán ser suscritos por 
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los padres, tutores o personas que ejerzan la patria potestad del adolescente, si los 
tuviere o fueren localizados. 
 
En caso de no tenerlos o no los localizaren se le nombrará un tutor por parte de las 
autoridades, que podrá ser un pariente, miembro de la comunidad o trabajadora social 
que pertenezca al Instituto de Tratamiento y Aplicación de Medidas para Adolescentes, 
quien lo podrá apoyar en el cumplimiento de los acuerdos tomados. 
 
ARTÍCULO 158.- Los procedimientos alternativos de justicia podrán llevarse a cabo 
en cualquier fase del procedimiento, en la que el adolescente, el ofendido o la víctima, 
acuerden someterse al procedimiento ante un facilitador que le ayudará a establecer las 
bases para la solución del conflicto. 
 
ARTÍCULO 159.- Designado el facilitador, el Ministerio Público o el Juez, 
suspenderán el procedimiento que se le instruye al adolescente, suspensión que no podrá 
ser mayor a treinta días, salvo que el propio adolescente y la víctima u ofendido 
soliciten un mayor tiempo para la solución de conflicto. 
 
Para participar en el proceso de justicia restaurativa, el adolescente tendrá que aceptar 
su responsabilidad en los hechos, disculparse con la víctima y comprometerse a reparar 
el daño a la víctima y a la sociedad. Los adolescentes, en conjunción con sus padres o 
tutores, las víctimas y el representante de la autoridad, se reunirán en un lugar adecuado 
para que el menor pida perdón a la víctima y lleguen a un acuerdo para reparar el daño. 
Todo el proceso se deberá de realizar en un clima de cordialidad y pleno respeto de los 
derechos humanos, constitucionales y debido proceso para la víctima y el adolescente. 
 
ARTÍCULO 160.- El procedimiento alternativo concluirá cuando: 
 
I a la V.- …  
 
VI.- Haya concluido el plazo del procedimiento alternativo, sin que los participantes 
hayan solicitado prórroga o, si solicitada, no les fue concedida; y 
 
VII.- El procedimiento alternativo no esté cumpliendo sus propósitos, a juicio del 
facilitador. 
 
La terminación del procedimiento alternativo en cualquiera de sus etapas, no impide que 
se acuda nuevamente a este medio de solución de controversias, si las circunstancias son 
favorables. 
 
ARTÍCULO 161.- Del acuerdo al que lleguen el adolescente y el ofendido y la víctima, 
se levantará un acta en la que se hará constar los términos del mismo, y será firmada por 
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el ofendido o la víctima, el adolescente, sus padres, tutores o quienes ejerzan la patria 
potestad, el juez, el ministerio público, el facilitador y los demás intervinientes en el 
procedimiento. 
 
Si no se llega a acuerdo, se hará del conocimiento del Ministerio Público o del Juez, 
para que prosiga con el procedimiento respectivo. 
 
Una vez firmado el acuerdo y en caso de que el adolescente no cumpla con él, se le 
seguirá al adolescente el proceso judicial normal que se interrumpió al iniciar el 
restaurativo. 
 

TRANSITORIO 
 
ARTÍCULO Ú NICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su 
publicación en el Boletín Oficial del Gobierno del Estado. 
 
 
 

En tal sentido, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 127 

de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, se solicita que el presente dictamen sea 

considerado como de obvia resolución y se dispense el trámite de segunda lectura, para 

que sea discutido y decidido, en su caso, en esta misma sesión. 

 

SALA DE COMISIONES DEL H. CONGRESO DEL ESTADO 
"CONSTITUYENTES SONORENSES DE 1917" 

Hermosillo, Sonora, a 09 de septiembre de 2010. 
 

 

C. DIP. DAMIÁ N ZEPEDA VIDALES 
 
 
 

C. DIP. SARA MARTÍNEZ DE TERESA 
 
 
 

C. DIP. MOISÉS IGNACIO CASAL DÍAZ 
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C. DIP. ALBERTO NATANAEL GUERRERO LÓPEZ 
 
 
 

C. DIP. BULMARO ANDRÉS PACHECO MORENO 
 
 
 

C. DIP. OTTO GUILLERMO CLAUSSEN IBERRI 
 
 
 

C. DIP. JORGE ANTONIO VALDÉZ VILLANUEVA 
 
 
 

C. DIP. GORGONIA ROSAS LÓPEZ 
 
 
 

C. DIP. CÉSAR AUGUSTO MARCOR RAMÍREZ 


